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u Sanseito, la formación populista del Japón, ha irrum-
pido con fuerza en las últimas eleccio-

nes al pasar de un escaño a 15 en la 
cámara alta nipona. Entre su ideario, 
el partido se define como nacionalis-
ta y contrario a la globalización, 

mientras defiende la vuelta a un rol 
tradicional de la mujer, tras calificar de 

error las políticas de igualdad de género.

 Sohei Kamiya 
 LÍDER DE LA EXTREMA DERECHA JAPONESA

u Este emprendedor ha sido uno de los galardonados 
con el Premio Princesa de Girona. Con-

cretamente, en la categoría ‘CreaEm-
presa’, a partir de Innovamat, un no-
vedoso método de aprendizaje de 
las matemáticas que está cambian-

do el aprendizaje de esta disciplina y 
que ya ha llegado a más de 2.300 es-

cuelas y 500.000 alumnos de ocho países.

 Andreu Dotti 
 INGENIERO

u La portera de la selección española y del Barça, de 
24 años, está preparada para afrontar 

«con la cabeza fría y con el corazón 
caliente» el trascendental partido de 
semifinales de mañana contra Ale-
mania de la Eurocopa. La meta ma-

llorquina, que termina contrato con el 
Barça en 2026, expresa su deseo de 

seguir más años en el club azulgrana.

 Cata Coll 
 GUARDAMETA DEL BARÇA Y DE LA SELECCIÓN

La indignación fue inmensa cuando se supo 
–por los audios de la UCO– que el exminis-
tro Ábalos y Santos Cerdán, secretario de or-
ganización del PSOE, se partían comisiones 
en la concesión de obras públicas. ¡¡Otra 
vez!! ¿Hasta cuándo?  

Es lógico que el primer partido de la opo-
sición lo utilice para atacar al Gobierno. Es 
su función. Y su deber. Pero pasar a un dis-
curso maniqueo y decir que «Gobierno 
Sánchez igual a corrupción» es otra cosa. 
Un escándalo muy grave es solo eso, mien-
tras no se demuestre lo contrario. Y en toda 
organización humana puede haber corrup-
ción. Por eso, cuando Miguel Tellado, se-
cretario general del PP, dice tan pancho que 
«el PSOE es una organización criminal» 
(ABC del 7 de julio) se equivoca. Predicar eso 
sin pruebas es excomulgar a uno de los dos 
grandes partidos de la democracia. Y la ten-
tación puede ser votar contra el PSOE con la 
papeleta de Vox, que sube en las encuestas y 
que –al contrario que el PP– no ha estado 
en el Gobierno. 

Exigir cuentas claras no debe ser incurrir 

en el maniqueísmo. Quedó claro la semana 
pasada cuando Cristóbal Montoro, ministro 
de Hacienda ocho años con Rajoy, fue acu-
sado por un juez de cambiar normas fiscales 
para beneficiar a empresas que pagaban a su 
antiguo despacho al que, al parecer, seguía 
vinculado. El PSOE no puede acusar al PP de 
Feijóo de ser responsable de lo que Montoro 
pudo hacer. Y tampoco culpar sin pruebas a 

Rajoy, que perdió la moción de censura en 
2018. Al descalificar a todo el PP –ahora, el 
primer partido– el PSOE también puede in-
ducir al voto de protesta. Y la protesta hoy 
–en Catalunya, en España y en Europa– fa-
vorece a la extrema derecha. 

Si los dos grandes partidos de la demo-
cracia son sospechosos de corrupción gene-
ralizada, la reacción de muchos electores 
puede, pues, ser votar a la extrema derecha. 
El PP argumenta que Sánchez, en la investi-
dura, levantó un muro entre el progreso –él 
y sus socios– y la derecha extrema y la ex-
trema derecha reaccionaria. Ahí el PP tiene 
su razón. Sánchez podía haberse limitado a 
constatar que el PP se quedó solo con Vox y 
sin mayoría, mientras que él sí supo reunir 
una diversa conjunción de fuerzas. Pero 

acusar a Sánchez –que en 2017 votó contra 
el separatismo el 155 de Rajoy– de estar 
vendiendo España fue elevar aún más el 
muro. Hacer de la negociación de una ma-
yoría una guerra ideológica tiene riesgos. Es 
la pendiente al maniqueísmo. 

Y ahora el PSOE aprovecha el caso Mon-
toro para compensar el de Santos Cerdán y 
pasa de atacar al ministro –que el titular de 
Hacienda cobre por cambiar leyes fiscales 
es muy grave– a criminalizar a todo el PP. 
Así también da alas a la protesta. Si los dos 
grandes partidos del sistema son sospe-
chosos de corrupción generalizada, ¿por 
qué no escuchar a Abascal, que se revuelve 
contra el sistema? 

Con un discurso maximalista y maniqueo 
ante los casos de corrupción del contrario, 
los dos grandes partidos pueden dopar a 
Vox. Luchar contra la corrupción es sanear la 
democracia. El ruido maniqueo la debilita. n

Joan Tapia

‘Dopar’ a Vox 
De Santos Cerdán a Montoro

P Joan Tapia es presidente del Comité  
Editorial de EL PERIÓDICO 

La ley del perdón ha aterrizado en Luxembur-
go, sede del Tribunal de Justicia de la UE, flan-
queada por actores de peso: Comisión Euro-
pea, Tribunal de Cuentas, Audiencia Nacio-
nal, Fiscalía, Abogacía del Estado y Sociedad 
Civil Catalana. Ninguna otra norma española 
reciente había concitado un escrutinio pare-
cido en el proscenio comunitario.  

El último órgano que avaló su constitu-
cionalidad fue el Tribunal Constitucional, 
dependiente del equilibrio político de sus 
magistrados que, aferrado a la coartada gu-
bernamental de la normalización catalana, 
eludió analizar su motivación latente: el fin 
oculto de la ley.  

La sentencia, prolija en retórica concilia-
dora, pasó de puntillas sobre la verdadera 
transacción política subyacente. 

El abogado de la Comisión Europea, Carlos 
Urraca, desnudó esa transacción sin amba-
ges: impunidad a cambio de poder. La inves-
tidura dependía de los celebérrimos siete vo-
tos separatistas, y la amnistía fue la moneda 
de cambio. Al invocar ese propósito encubier-
to, el letrado dinamitó los cimientos del razo-
namiento del TC, que se había refugiado en un 
artificioso discurso de concordia.   

En nombre de Sociedad Civil Catalana, el 
letrado Juan Chapapría reforzó tesis de la au-
toamnistía: «No hubo reconciliación: solo un 
pacto entre un prófugo y un dirigente socia-
lista –hoy encarcelado– para blindar la im-
punidad de quienes promovieron un desafío 
al Estado».  

La Gran Sala escuchó, atónita, cómo la re-
conciliación invocada por el Gobierno se des-
moronaba bajo el peso de sus propios hechos. 

Koen Lenaerts, presidente del TJUE y re-
ciente doctor honoris causa por una universi-
dad catalana, interrogó reiteradamente al le-
trado de la Comisión sobre la seguridad jurí-
dica de la norma. El magistrado francés 
Stéphane Gervasoni quiso saber por qué el 
abogado español fue el único que no citó la re-

ciente sentencia del TC.  
Impertérrito, Urraca sostuvo que la am-

nistía vulnera el interés general, la legisla-
ción antiterrorista europea y el principio de 
igualdad ante la ley: quienes no delinquen no 
pueden quedar en peor posición que quienes 
sí lo hicieron. 

En definitiva, la norma no nace para cerrar 
heridas. Redactada por y para sus beneficia-
rios, responde a un pacto de poder, no a un 
designio de país. Ahora hablará el Abogado 
General; después, dictará el pleno del TJUE. La 
justicia europea también se tomará su tiempo.  

Ni las presiones de Madrid ni el narcótico 
mediático –esa niebla que rebautiza la con-
veniencia como justicia y el chantaje como re-
dención– pudieron frenar la decisión de la 
Audiencia Provincial de Sevilla, que ha remi-
tido al TJUE cuatro incisivas cuestiones preju-
diciales. La sala, apodada «la Vaticana», teme 
un riesgo sistémico de impunidad y la eventual 
lesión de los intereses financieros de la UE. 

El trasfondo, otra vez, es la impunidad: 
políticos perdonándose entre sí y órganos 
constitucionales desplazando la labor de los 
tribunales ordinarios. El mensaje resulta de-

solador: lo que se discute ya no es si hubo 
fraude sino hasta dónde puede estirarse la le-
galidad para que no pase nada. 

Tras 12 años de instrucción, un saqueo de 
680 millones y dos expresidentes condena-
dos, las rebajas del Constitucional convierten 
la corrupción en delito sin castigo. Los jueces 
sevillanos aclaran que seguir ese criterio im-
plicaría incumplir los compromisos asumidos 
por España en materia de protección del era-
rio europeo, plasmados en los reglamentos 
antifraude y en el recién reforzado mecanis-
mo de condicionalidad.  

El mayor fraude social de la UE, perpetrado 
a costa de los parados andaluces, queda des-
dibujado por una sentencia que reescribe la 
historia y amputa la pedagogía del castigo.  

Además, denuncian una anomalía institu-
cional: el Constitucional habría invadido 
competencias del Supremo al pronunciarse 
sobre la parte objetiva de los delitos –malver-
sación, prevaricación continuada–, triviali-
zando la separación de poderes.  

Resulta inaceptable que el guardián de la 
Constitución desdibuje los contornos de la 
responsabilidad penal para acomodarlos a la 
coyuntura política. 

Que tenga que ser Luxemburgo quien re-
cuerde que el dinero público no es un cajero de 
partido es la metáfora más clara de un país 
exhausto que ha perdido el oremus. 

Porque «sin ejemplaridad –decía Tocque-
ville– la libertad se vacía de sentido». Y sin 
memoria del daño, la impunidad se convierte 
en método de gobierno.  n

Amnistía

El abogado de la Comisión desnudó la transacción sin ambages: impunidad por poder

Luis Sánchez-Merlo

El fin oculto del perdón


